
Expte. DI-2122/2012-5 

INFORME-SUGERENCIA 

TASAS JUDICIALES Y RECURSO DE CASACIÓN FORAL 

Cuando  hay  libertad  y  seguridad  jurídica  se  crea  riqueza  y  donde  hay 
riqueza,  la  misma  se  puede  repartir.  Para  ello  es  fundamental  que  la 
Administración  de  Justicia  funcione  correctamente.  Aragón  es  tierra  de 
juristas  y  por  eso  tenemos  lo  fundamental,  unos  operadores  jurídicos 
cualificados  y  honestos.  Hay  entre  nosotros  muchos  destacados  jueces, 
fiscales, secretarios, funcionarios, abogados, procuradores y peritos. 

Si la Administración de Justicia no funciona tan bien como nos gustaría, no 
es  por  un  problema  de  personal  sino  del  sistema.  Deberíamos  aspirar  a 
tener, como los anglosajones, un sistema formal pero no formalista: cualquier 
prueba  sometida  a  contradicción  puede  ser  valorada  por  un  tribunal.  El 
exceso  de  garantías  formales,  no  reales,  complica  y  ralentiza  mucho  el 
procedimiento.  Es desalentador y disuasorio  para los que actúan  de  buena 
fe. 

Probablemente lo que pretende la nueva ley de tasas judiciales es disuadir. 
Saquemos  algo  positivo:  fomenta  la  conciliación  y  el  arbitraje.  Pero  hay 
procedimientos en lo que no es posible, entre otros, en aquellos casos en los 
que es parte la Administración. En estos supuestos solo pueden mediar  los 
defensores del pueblo, en la forma en que su normativa prevé. Por eso no se 
debe utilizar esta justificación en la jurisdicción contenciosa administrativa. Y 
no  está  muy  claro  que  este  efecto  conciliador  se  vaya  a  producir  en  los 
arbitrajes  que  se  viene  realizando  entre  grandes  compañías  y  pequeños 
consumidores. 

Otra posible  motivación es que los gastos que genera la Administración de 
Justicia  deben  de  ser  sufragados  especialmente  por  los  que  la  usan.  Es 
verdad que en época de escasez hay que administrar atendiendo en primer 
lugar lo más necesario y lo más urgente. El derecho a la Justicia es uno de 
los  fundamentales,  porque  es  la   garantía  de  que  los  demás  derechos  se 
cumplan.  No  hay  educación  o  sanidad  si  no  hay  en  última  instancia  unos 
tribunales que la respalden. 
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Cuando se habla del coste del procedimiento lo primero que hay que intentar 
es que el usuario sepa antes de empezar lo que le va a suponer en términos 
económicos. Habría que fomentar la transparencia en este sentido. En todos 
los  procedimientos,  cuando  uno  encarga  la  defensa  de  sus  intereses, 
debería  conocer  el  alcance económico  de  su actuación,  en  la  hipótesis  de 
ganar o de perder. Eso ya se hace en muchos casos, especialmente cuando 
el que encarga el trabajo es un profesional, pero no en todos. 

Y por lo que se trata de las costas estrictamente judiciales habría que tener 
en cuenta, al menos de lege ferenda, varias cosas. Primera, que nadie por su 
situación económica debería tener peor derecho a acceder al procedimiento; 
que  en  los  juicios  en  los  que  intervienen  sociedades  o  personas  que,  por 
ejemplo,  no  se  ponen  de  acuerdo  sobre  la  partición  de  una  herencia 
importante  o  un  reparto  de  dividendos,  no  deberían  tener  el  mismo 
tratamiento que  otros; que hay que evitar los abusos y que todo lo que tiene 
coste cero, tiende a ello; que hay procedimientos que son muy interesantes 
para el conjunto de la sociedad porque fijan o unifican doctrina; que debería 
poderse  valorar  la  viabilidad  o  temeridad  de  la  demanda,  que  hay 
querulantes y quienes utilizan el proceso tratando de retrasar el cumplimiento 
de sus obligaciones en perjuicio de otros. 

Los tribunales pueden sancionar cuando se actúa de forma abusiva, pero no 
es habitual  que se haga. Hay que confiar  en los que juzgan porque el juez 
conoce  mejor  que  nadie  lo  que  ha  sido  el  proceso  y  a  las  partes. 
Históricamente  se  ha  desconfiado  del  juez  y  de  los  demás  operadores 
jurídicos, por eso tenemos el país donde hay más instancias,   hasta cuatro 
en algunos casos. En Europa y en el mundo anglosajón no es así, aunque se 
exija responsabilidad al que no cumple la ley. 

El  Justicia  de  Aragón  no  tiene  competencia  para  sugerir  al  Gobierno  del 
Estado en  materias de tasas judiciales, excepto en  un  punto:  en  el  recurso 
de  casación  foral  que  a  instancia  de  esta  Institución  las  Cortes  de  Aragón 
han regulado. Como reconoce en su Preámbulo el Estatuto de Autonomía de 
Aragón, el Derecho es una de nuestras señas de identidad más notables. 

Así, mediante Sugerencia dirigida al Gobierno de Aragón en el expediente nº 
567/2004,  esta  Institución  estimó  la  conveniencia  de  indicarle  que  se 
elaborara  un  proyecto  de  ley  por  el  que  se  regularan  las  especialidades 
procesales en  materia de  casación foral.  Ello  tuvo su plasmación en  la Ley 
4/2005,  de  Casación  Foral  Aragonesa,  que  se  dictó  en  ejercicio  de  las 
competencias  que  sobre  desarrollo  del  Derecho  civil  aragonés  y 
peculiaridades  procesales  civiles  derivadas  del  mismo  se  reconocían  a  la 
Comunidad  Autónoma  de  Aragón  en  el  art.  35.1.4ª  del  texto  entonces 
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vigente del Estatuto de Autonomía de Aragón. Esta habilitación competencial 
se encuentra hoy en el art. 71.3ª EAAr. (LO 5/2007, de 20 de abril). 

La  Ley 10/2012,  de  20  de  noviembre,  por  la  que  se regulan  determinadas 
tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de 
Toxicología  y  Ciencias  Forenses  (en  adelante,  Ley 10/2012),  sin  embargo, 
ha venido a incidir de manera negativa en el acceso al mencionado recurso 
de casación foral. 

En  este  sentido,  es  de  especial  interés  la  sentencia  del  Tribunal 
Constitucional nº 103/2012, de 9 de mayo, que resolvió una cuestión interna 
de  inconstitucionalidad  planteada  en  relación  con  el  art.  35.7.2  de  la  Ley 
53/2002,  que  supeditaba  la  tramitación  de  recursos  presentados  por 
personas jurídicas con ánimo de lucro sujetas al  impuesto de sociedades y 
que superasen una determinada facturación anual al abono de una tasa por 
el ejercicio de la potestad jurisdiccional en el orden civil. 

El Tribunal Constitucional,  en dicha sentencia, expuso su doctrina sobre los 
parámetros de constitucionalidad  que regían para los legisladores a la hora 
de establecer los requisitos, presupuestos y condicionantes que delimitan el 
acceso  al  sistema  de  recursos  legalmente  configurado.  Dado  su  interés  y 
para mejor comprensión, transcribimos por su claridad parte del Fº. Jº. 4º de 
dicha resolución: 

“(…) Se hace  necesario,  no  obstante,  un  razonamiento intermedio,  pues  la 
STC  20/2012,  cuya  doctrina  nos  sirve  de  punto  de  partida,  enjuicia  el  art. 
35.7.2 Ley 53/2002 en relación al derecho de acceso a la justicia cuando en 
este supuesto, como ya dijimos al delimitar el objeto del proceso, la duda de 
constitucionalidad es si  el  legislador  al  promulgar dicho precepto vulnera el 
derecho de acceso a los recursos legalmente previstos, que es una vertiente 
diferente de la tutela judicial efectiva garantizada por el art. 24.1 CE. 

Hemos tenido ocasión de sentar que el derecho de acceso a los recursos 
establecidos  en  la  ley,  como  dimensión  del  derecho  a  la  tutela  judicial 
efectiva,  también  despliega  efectos  frente  al  legislador,  reputando 
inconstitucional  que  éste  pudiera  condicionar  la  utilización  de  un  recurso 
legalmente  previsto  al  cumplimiento  de  obstáculos  procesales  que  no 
aparezcan  como  justificados  y  proporcionados  conforme  a  las  finalidades 
que persiguen, y que este vínculo se establece, aunque igualmente referido a 
un juicio de proporcionalidad, de un modo distinto y más laxo al que supone 
el derecho de acceso a la justicia. 
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Así,  en  la  STC  3/1983,  de  25  de  enero,  FJ  4,  resolviendo  sobre  si  es 
constitucional  que  el  legislador  exigiera para tener  preparado  el  recurso de 
casación frente a las Sentencias dictadas por las Magistraturas de Trabajo la 
consignación previa del importe de la condena,  incrementada en un 20 por 
100,  dijimos  que  «[a]nalizando  la  presunta  incompatibilidad  entre  la 
obligación de consignar el importe de la condena y el art. 24.1 de la C.E. que 
garantiza  a  todos  el  derecho  a  la  tutela  judicial  efectiva,  debe  tenerse 
presente que este Tribunal viene configurando el alcance del mismo, no sólo 
como  un  derecho  al  acceso  al  proceso  de  instancia,  sino  también  a  los 
recursos establecidos en la Ley. Al no existir, sin embargo, norma o principio 
alguno  en  la  C.E.  que  obligue  a  la  existencia  de  una  doble  instancia  o  de 
unos determinados recursos en materia laboral, es evidente que en abstracto 
es  posible  la  inexistencia  de  recursos  o  condicionar  los  previstos  al 
cumplimiento  de  determinados  requisitos,  perteneciendo  al  ámbito  de 
libertad  del  legislador  establecer  unos  u  otros  en  la  forma  que  considere 
oportuna.  Aunque  sea  conveniente  precisar  que  a  su  vez  es  distinto  el 
enjuiciamiento que pueda recibir una norma según actúe como impeditiva u 
obstaculizadora  del  acceso  a la  jurisdicción o simplemente como limitadora 
de  un  recurso  extraordinario  contra  una  Sentencia  previamente  dictada  en 
un  proceso  contradictorio,  en  el  que  las  partes  gozaron  de  todas  las 
garantías y medios de defensa legales. 

Ahora bien, cuando se parte del previo establecimiento en la ley de unos 
determinados  recursos  (en  este  caso  el  de  casación)  y  en  determinados 
supuestos  (Sentencias  de  condena)  si  el  acceso  a  ellos  se  vincula  al 
cumplimiento de  unos  obstáculos  procesales,  es evidente  que  el  legislador 
no goza de absoluta libertad, ya que constitucionalmente no son admisibles 
aquellos obstáculos que puedan estimarse excesivos, que sean producto de 
un  innecesario  formalismo  y  que  no  se  compaginen  con  el  derecho  a  la 
justicia, o que no aparezcan como justificados y proporcionados conforme a 
las  finalidades  para  que  se  establecen,  que  deben,  en  todo  caso,  ser 
adecuadas  al  espíritu  constitucional,  siendo  en  definitiva  el  juicio  de 
razonabilidad  y  proporcionalidad  el  que  resulta  trascendente  para  la 
confrontación  entre  el  art.  170  de  la  LPL  y el  art.  24.1  de  la  CE» (…).” (El 
subrayado es nuestro). 

Los  parámetros  de  constitucionalidad  de  las  tasas  judiciales  en  vía  de 
recurso establecidos en la citada sentencia deben tomarse como “canon de 
enjuiciamiento”  a considerar respecto de las contenidas en la nueva Ley de 
Tasas. 

Y,  en  este  orden  de  cosas,  y  como ya  hemos  anticipado,  las  previstas  en 
relación  con  la  interposición  de  recursos  de  casación -en nuestro  concreto 
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caso el foral- afectan de manera directa a su ejercicio. Ello en la medida en 
que,  poniendo  en  relación  la  cuantía  mínima  (3.000  euros)  del  asunto 
establecida en la Ley 4/2005, de Casación Foral Aragonesa, como requisito 
para la interposición de dicho tipo de recurso con la cuantía de la tasa que 
por  el  ejercicio  de  este  acto  procesal  se  impone  en  la  Ley  10/2012,  la 
desproporción  entre  la  suma abonada  como tributo  y  el  interés  económico 
del  asunto  es tal  que  la  tasa actúa como eficaz  instrumento  disuasorio  del 
uso  del  recurso  jurisdiccional.  Y  lo  propio  cabría  decir  en  relación  con  los 
recursos de casación cuya admisibilidad proviene no por la cuantía sino por 
presentar interés casacional. 

Con dos ejemplos lo visualizamos: 

1) A y B son herederos de C. Por diferentes circunstancias, A constata que 
ha  atendido  deudas  hereditarias  por  valor superior  a su participación  en  la 
herencia. Ese exceso lo cuantifica en 4.000 euros. A decide ejercitar frente a 
B una acción de regreso entre coherederos para reclamarle su parte hasta el 
límite de participación en la herencia (art. 372 del CDFA). 

Tras perder –o haber una estimación parcial de su pretensión- en primera y 
segunda  instancia,  A  se  plantea  recurrir  en  casación  ante  el  Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón. Cabría este recurso por la cuantía del asunto 
–  superior  a  3.000  euros  (art.  2.1  de  la  Ley  4/2005)-.  Ahora  bien, 
previamente  a  su  sustanciación,  A  debe  atender  el  pago  de  la  tasa  por 
recurrir  en  casación,  que  asciende  a  la  suma  de  1.200  euros  +  0.5  % del 
valor del asunto (art. 7 de la Ley 10/2012). Esto es, debe abonar la suma de 
1.220  euros  en  concepto  de  tasas,  lo  que  constituye  nada  menos  que  un 
30,5 % del valor del asunto. Cantidad a la que habría de añadirse las tasas 
ya satisfechas en primera y segunda instancia. 

2) X ejercita frente a Y una acción confesoria de servidumbre de paso sobre 
finca  de  su  propiedad.  La  cuantía  del  asunto  se  fija  en  1.500  euros  en 
aplicación de la regla 5ª del art. 251 LEC. 

Tras  perder X en  primera y segunda instancia,  se plantea la  posibilidad de 
recurrir el asunto en casación ante el Tribunal Superior de Justicia de Aragón 
al considerar  que  el  caso  presenta interés casacional  –v.g. por razón de  la 
forma  en  que  se  ha  aplicado  el  instituto  de  la  usucapión  al  supuesto  de 
hecho- (arts. 1.2 y 3 de la Ley 4/2005). Aquí, igualmente, de manera previa 
habría  de  abonar  la  correspondiente  tasa  judicial:  1.200  euros  +  0.5%  del 
valor del asunto. Total:  1.207,5 euros, lo que constituye nada menos que el 
80,5 % del valor del asunto. Suma a la que habría de sumarse las tasas ya 
atendidas en primera y segunda instancia.  
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Con  los  datos  resultantes  de  los  ejemplos  expuestos,  los  sujetos  A  y  X 
necesariamente  se verán abocados  a valorar  el  coste-beneficio  que  puede 
conllevarles recurrir en casación, pudiendo anticiparse, con un alto grado de 
probabilidad,  que  la  balanza  se  inclinará  por  la  decisión  de  no  recurrir  en 
casación  habida  cuenta  de  los  elevados  costes  judiciales  que  conlleva 
acceder a este recurso -principalmente por la introducción de la indicada tasa 
judicial- en comparación con el valor económico del resultado favorable que, 
hipotéticamente, pueda obtenerse. 

Así, la incertidumbre del resultado del pleito -en el que cabe la posibilidad de 
que la sentencia desestime el recurso de casación interpuesto-, se presenta 
para el  interesado como una situación en la que no sólo no ha obtenido su 
pretensión sino que, además, litigar le ha supuesto unos gastos económicos 
elevados que no va a recuperar. 

Por otra parte,  el afectado no puede desconocer tampoco que estos costes 
–abono de la tasa-   no siempre se verán compensados con la obtención de 
una  sentencia  favorable  por  cuanto:  a)  cabe  que  en  el  proceso  no  exista 
condena  en  costas  –con  lo  que  la  tasa  no  podría  repercutirla  a  la 
contraparte-, y b) aun imponiéndose las costas a la contraparte, cabe que el 
demandado  carezca de  medios  económicos suficientes  para hacer frente  a 
su abono. 

Resulta, por tanto,  que la tasa judicial prevista para el acto de interposición 
de un recurso de casación foral –objeto de nuestro estudio- es un elemento 
que  obstaculiza  el  acceso  a  dicho  recurso.  En  este  sentido,  resulta 
desproporcionada.  Su  cuantía  no  puede  considerarse  de  manera  aislada, 
sino que necesariamente habrá de ir relacionada con la cuantía del asunto a 
enjuiciar. Y en este orden de cosas, la cuota tributaria es tan elevada –y eso 
sin añadir las tasas que previamente se habrán debido abonar, en su caso, 
en  primera  instancia  y  apelación-  que,  desde  la  perspectiva  del  sujeto 
pagador se configura como un verdadero obstáculo para acceder al ejercicio 
de dicho recurso. Los ejemplos recogidos dan muestra de ello. 

De manera  que,  aun  cuando  desde  un  punto  de  vista formal  el  interesado 
tiene  reconocido  un  derecho  al  recurso  de  casación  foral  concurriendo  los 
requisitos establecidos en su ley reguladora, este derecho queda limitado por 
la  exigencia  de  unas  tasas,  consideradas  por  el  propio  Tribunal 
Constitucional,  en  su  sentencia  20/2012,  como  condicionantes  de  la 
sustanciación del proceso (Fº. Jº. 12). 

6 



En la medida en que lo excesivo de su cuantía se perfila como un verdadero 
obstáculo  para  acceder  al  recurso  de  casación  foral,  no  podemos  por  ello 
sino poner en duda su constitucionalidad en cuanto que afecta al derecho a 
la tutela judicial efectiva en su vertiente de acceso al recurso (art. 24 CE). 

A ello debe añadirse que, en este caso, el recurso directamente afectado es 
el  de  casación  foral,  cuya  regulación,  como  ya  se  ha  indicado ut  supra, 
corresponde  al  legislador  autonómico  aragonés  en  ejercicio  de  la 
competencia  exclusiva  reconocida  en  el  art.  71.3ª  EAAr.  Con  lo  que, 
además,  la  aplicación  de  la  tasa  en  el  recurso  de  casación  foral  estaría 
vaciando de contenido el ejercicio de una competencia autonómica, al haber 
introducido  unos  tributos  de  naturaleza  estatal  que,  de  facto,  inciden 
–dificultándolo  e  incluso  impidiéndolo-  el  desarrollo  y  aplicación  de  una 
institución de naturaleza foral y competencia autonómica. 

Además, todo ello repercutiría en la posibilidad de generar seguridad jurídica 
y sentar  doctrina  sobre el  Derecho foral  aragonés, que  precisa, en  algunos 
casos,  todavía,  de  una  interpretación  jurisprudencial  clara,  en  particular 
respecto  de  aquella  normativa  de  más reciente  promulgación.  Y esta  es la 
finalidad principal contenida en el Preámbulo de la Ley 4/2005, de Casación 
Foral  Aragonesa,  cuya  regulación,  en  orden  a  determinar  los  requisitos 
procesales  de  acceso  a  la  casación  foral,  tiene  como  fin  hacer  posible  su 
utilización  en  un  número  mayor  de  litigios  sobre  Derecho  civil  aragonés. 
Objetivo  que  redunda  indudablemente  en  la  conservación,  aplicación  y 
estudio  de  dicho  Derecho  Foral  en  la  medida  en  que,  de  esta  manera,  el 
Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Aragón  –órgano  judicial  encargado  de  la 
decisión  de  este  recurso  de  casación-  crea  lo  que  el  mismo  Preámbulo 
define  como “la  jurisprudencia  que  complement(a)  el  ordenamiento  civil 
aragonés”. 

Es por ello que, dentro de la función de defensa del EAAr. que el Justicia de 
Aragón  tiene  encomendado,  y  a  la  vista  de  los  efectos  no  deseados  ni 
deseables que se deriva de  la aplicación de las tasas judiciales previstas en 
la Ley 10/2012 por la interposición de un recurso de casación foral, con el fin 
de dar solución adecuación a la situación producida, se propone al Gobierno 
de Aragón como soluciones a valorar las siguientes: 

1) En  primer  lugar,  que  en  la  medida  en  que  el  abono  de  tasas 
judiciales  incide  directamente  en  la  sustanciación  del  proceso  o 
recurso correspondiente –de manera que si no se satisface no se 
da cauce al trámite procesal pretendido-, se plantee la posibilidad 
de  regular  mediante  ley  autonómica  una  tasa  judicial  para  al 
acceso al recurso de casación foral acorde con las especialidades 
de  esta.  Y  ello,  atendiendo  a  su  posible  naturaleza  mixta 
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tributaria-procesal,  y  al  amparo,  como  requisito  del  recurso  de 
casación  foral,  en  la  competencia  autonómica  prevista  en  el  art. 
71.3ª  EAAr,  desplazando  así  en  Aragón  la  aplicación  de  su 
homóloga prevista en la Ley 10/2012. 

2) En  segundo  lugar,  la  convocatoria  de  la  Comisión  Bilateral  de 
Cooperación General del Estado-Comunidad Autónoma de Aragón 
con  el  objeto  de  que  se  estudie  la  proporcionalidad  de  la  tasa 
judicial  establecida  en  la  Ley  10/2012  en  cuanto  al  acceso  al 
recurso de casación civil foral al afectar su aplicación al ejercicio de 
dicho recurso y,  por extensión,  a la competencia  autonómica que 
sobre  derecho  procesal  derivado  de  las  particularidades  del 
derecho  sustantivo aragonés  recoge el  art.  71.3ª  EAAr,  y  que  se 
plasmó  en  la  Ley  4/2005,  de  Casación  Foral  Aragonesa;  con 
modificación, exclusión o adecuación de la misma en su caso. 

3) Por  último, en  el  caso  de  que, optando  por la  anterior  propuesta, 
ésta  no fuera atendida o las gestiones llevadas a cabo resultaran 
infructuosas,  se  considera  oportuno  recomendar  al  Gobierno  de 
Aragón la interposición de recurso de inconstitucionalidad respecto 
de la cuestión indicada. 

Agradezco de  antemano su colaboración y espero  que en  un plazo 
no  superior  a  un  mes  me  comunique  si  acepta  o  no  las  Sugerencias 
formuladas, indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde 
su negativa. 

Zaragoza, a 22 de noviembre de 2012 

EL JUSTICIA DE ARAGÓN 

FERNANDO GARCÍA VICENTE 
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